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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 
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Magistrada ponente:
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Tema:
Dependencia económica de los padres: La dependencia económica se concibe bajo el presupuesto de la subordinación de los padres en relación con la ayuda pecuniaria del hijo para subsistir, con lo cual NO se descarta que aquellos incluso puedan recibir un ingreso adicional fruto de su propio trabajo o actividad, siempre y cuando éste no los convierta en autosuficientes económicamente. Por ello, es indispensable comprobar la imposibilidad de mantener el mínimo existencial que les permita a los padres subsistir de manera digna, el cual debe predicarse de la situación que éstos tenían al momento de fallecer el hijo.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA LABORAL
Magistrada ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón

Acta No. ____

(Marzo 17 de 2017)
Sistema oral - Audiencia de juzgamiento

Siendo las 11:00 a.m. de hoy, viernes 17 de marzo de 2017, la Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior de Pereira se constituye en audiencia pública de juzgamiento en el proceso ordinario laboral instaurado por la señora Magnolia del Socorro Correa en contra de la Administradora de Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. Para el efecto, se verifica la asistencia de las partes a la presente diligencia: Por la parte demandante… Por la demandada…
Alegatos de conclusión

Con fundamento en el artículo 82 del C.P.T y de la S.S., modificado por el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se concede el uso de la palabra a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión: Parte demandante… Parte demandada…
SENTENCIA

Como quiera que los alegatos coinciden a cabalidad con los puntos fácticos y jurídicos objeto de discusión en esta instancia, procede la Sala a desatar el recurso de apelación promovido por la parte demandada en contra de la sentencia emitida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el pasado 24 de febrero de 2016.
Problema jurídico por resolver

De conformidad con el recurso de apelación, le corresponde a la Sala determinar si la demandante acreditó la calidad de beneficiaria para acceder a la pensión de sobreviviente en condición de madre del afiliado fallecido. Para el efecto se tendrán en cuenta los siguientes antecedentes:
I. LA DEMANDA Y SU CONTESTACIÓN 

La demandante aspira al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes por la muerte de su hijo Wilfredo Antonio Ramírez Correa el 3 de diciembre de 2013, la cual negó la AFP demandada, al considerar, mediante respuesta del 11 de septiembre de 2014, que aquella no dependía económicamente del afiliado fallecido.


Para tal efecto, señala que su hijo nunca contrajo matrimonio, ni tuvo compañera permanente y tampoco procreó hijos. Agrega que el señor Wilfredo Antonio Ramírez Correa se vio obligado a viajar fuera del país por motivos laborales, instalando su residencia permanente en los Estados Unidos -donde falleció- pero que desde allí le enviaba una mensualidad a través de la cuenta de ahorros No. 72835810934 del banco Bancolombia, dinero que ella usaba para sufragar sus gastos de alimentación, medicamentos, vestido, vivienda y todo lo necesario para su congrua subsistencia.

Por último agrega, que al momento del fallecimiento de su hijo, carecía de bienes, rentas, pensiones o algún otro ingreso que le permitiera llevar una vida en condiciones dignas.

En respuesta a la demanda, la AFP PORVENIR indicó que efectivamente decidió negar el derecho reclamado por la demandante, puesto que esta aparece afiliada en salud a la EPS COOMEVA, en calidad de beneficiaria de su hija Karina Andrea Ramírez y las consignaciones efectuadas por el afiliado fallecido a su cuenta de ahorros no constituyen, per se, prueba de que dicho dinero fuera destinado exclusivamente a sus gastos de manutención, con lo cual no se cumplen los requisitos que se deben verificar para predicar la existencia de dependencia económica de la madre respecto a su hijo, en los términos previstos en la sentencia SL 14923-2014 del 29 de octubre de 2014, M.P. Rigoberto Echeverry Bueno. En consecuencia se opuso a la prosperidad de las pretensiones y propuso como excepciones las que denominó “inexistencia de la obligación, cobro de lo no debido, ausencia de derecho sustantivo, falta de legitimación por activa, falta de causa de las pretensiones de la demanda, buena fe, prescripción y la genérica o innominada.
II. La sentencia de primera instancia

La Jueza de conocimiento declaró no probadas las excepciones de mérito propuesta por la demandada, y por el contrario, la condenó a reconocer y cancelar a favor de la señora Magnolia del Socorro Correa la pensión vitalicia de sobrevivientes en su calidad de madre del causante Wilfredo Antonio Ramírez Correa, desde el 3 de diciembre de 2013, fecha de su deceso, en un 100%, y en cuantía de un salario mínimo legal mensual vigente. De la misma forma condenó a dicha a entidad a pagar los intereses  moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, desde el 17 de junio de 2014 hasta que efectué el pago total de la obligación. 

Por último la Jueza de primer grado condenó en costas a la entidad demandada Porvenir S.A y a favor de la parte demandante en un 90%, fijando como agencias en derecho la suma de $6.577.000.

Para arribar a tal determinación, la a-quo señaló, con fundamento en los diferentes pronunciamientos de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, específicamente el del 29 de octubre de 2014, radicado 47676; los pronunciamientos de la Sala Laboral de este distrito judicial, en las sentencias del 14 de febrero 2013, radicado 2011-1254 y del 22 de marzo de 2011, radicado 2011-1037, y la reciente sentencia C-111 de 2016 de la Corte Constitucional, que los criterios fácticos para determinar la dependencia económica que exige la norma, son, en su orden: 1) La falta de autosuficiencia económica y, 2) La relación de subordinación económica respecto de los recursos provenientes de la persona fallecida, de manera que el que sobrevive no puede valerse por sí mismo y se ve afectado su mínimo vital. 

Bajo dichas premisas, indicó que las pruebas documentales allegadas oportunamente al proceso, la declaración de parte rendida por la demandante y los  testimonios practicados, la llevaban a concluir que el causante efectivamente realizó sendos giros desde Estados Unidos a su señora madre, Magnolia del Socorro Correa, a través de Bancolombia desde el mes de enero del año 2008 hasta el mes de noviembre de 2013, de forma periódica realizando de 1 a 4 transacciones por mes. 

Igualmente los testigos fueron claros al afirmar al unísono que la demandante dependía económicamente de su hijo Wilfredo Antonio, ya que con el dinero que este le proveía constantemente podía sufragar sus gastos de vivienda, salud, alimentación y servicios públicos requeridos para subsistir, teniendo en cuenta que el aporte económico de su hija Karina al hogar no era suficiente y constante, pues la misma no contaba con un trabajo estable, por lo cual el apoyo económico brindado por su hijo siempre fue necesario para el congruo sostenimiento de la demandante. 

Frente a las tachas a los testigos propuestas por la parte demandada, la jueza  indicó que las mismas no tienen vocación de prosperidad toda vez que las declaraciones fueron espontaneas, coherentes y congruentes, de las cuales se pudo verificar y conocer las condiciones de vida específicas de Magnolia, razón por la cual dichas declaraciones gozan de credibilidad para el Despacho, a excepción de la declaración de la deponente Ladis Hincapié, ya que fue una testiga de oídas y se limitó a trasmitir lo que su hija le contó sobre las condiciones de vida de la demandante.

III. Fundamentos de la apelación
El apoderado judicial de la parte demandada apeló la anterior decisión arguyendo, en síntesis: 
1) Dentro del proceso no se acreditó el requisito de la dependencia económica consagrado en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, para acceder a la pensión de sobrevivientes,  toda vez que el análisis efectuado por el juzgado en primera instancia con apoyo en la sentencia del 29 de octubre de 2014, radicada bajo el número 47676, la cual brinda los criterios para determinar si hubo o no dependencia económica de la demandante con el causante, fue desacertado. Si bien quedó demostrado que el señor Wilfredo Antonio Ramírez Correa le brindaba un apoyo económico a su madre, mediante giros realizados ante Bancolombia, de dicha prueba documental se colige que las remesas enviadas no eran periódicas ni regulares, ya que para el año 2011 se corrobora que tan solo el causante envió 3 remesas y que para el año 2012 se encuentran algunos recibos repetidos.
2) Igualmente manifiesta que le causa curiosidad, que la señora Magnolia en el interrogatorio de parte confesó que sus gastos mensuales ascienden a la suma de $600.000 y que ella devengaba unos recursos propios derivados de su actividad de costurera más los ingresos por parte de su fallecido esposo, obteniendo así en promedio una suma de $400.000 a $500.000 mensuales y teniendo en cuenta que los envíos efectuados por Wilfredo en promedio eran por la suma de  $1.000.000, suma que es muy superior a los gastos sufragados mensualmente por la demandante, ello quiere decir que esos dineros no eran destinados en su totalidad para su manutención y sostenimiento. 
3) Igualmente indica que  discrepa de la valoración dada por el juzgado de primera instancia a la prueba documental de afiliación de salud de la señora Karina Ramírez, hija de la demandante ante Coomeva, prueba que por sí sola desvirtúa la dependencia económica de la señora Magnolia, ya que en la misma, su hija, la señora Karina declaró bajo gravedad de juramento que su madre dependía económicamente de ella, con el fin de afiliarla como beneficiaria en salud; lo cual es una incongruencia que no permite la ley, ya que no se puede tener que para salud dependa de su hija Karina y para pensiones de su hijo fallecido Wilfredo.
4) Por otra parte aduce su inconformidad sobre la valoración de los testigos hecha por la ad- quo, toda vez que los testigos presentados no fueron contestes en manifestar que dichas remesas fueron periódicas, ya que como lo afirma la testigo Luz Eugenia Cardona solo acompañó a la demandante a recibir los giros en 3 oportunidades, lo cual es muy poco para un lapso de tiempo de  3 o 4 años, también llama la atención que los testigos no pudieron precisar valores de los mismos ni en que se gastaba dicho dinero.
Por las razones anteriormente expuestas, considera que la demandante no cumplió con los dos (2) requisitos exigidos en la sentencia del 24 de octubre de 2014 de la Sala de Casación Laboral, para determinar que la demandante dependía económicamente de su hijo, en cuanto que la participación económica deber ser regular, periódica y significativa, lo cual no fue demostrado en el presente caso. Además, su representada en su actuar siempre estuvo acorde a derecho y bajo los preceptos de la buena fe, por lo que considera que no hay razón a imponer condena por costas procesales en su contra. Razones suficiente para descartar la prosperidad de las pretensiones.
IV - Consideraciones
4.1. Presupuestos fácticos comprobados

No existe discusión alguna en el presente asunto respecto de los siguientes hechos: i) que el hijo de la demandante ostentaba la calidad de afiliado al sistema general de pensiones, asegurado por Porvenir S.A (fl.114); que falleció en los Estados Unidos a la edad de 37 años de edad, ii) que dejó acreditados los requisitos para que sus potenciales beneficiarios accedieran a la pensión de sobrevivientes por contar con más de 50 semanas cotizadas en los tres (3) años anteriores a su deceso (fl.153) (tenía en su haber 115.73 semanas cotizadas); iii) que no dejó descendientes, ni tenía cónyuge ni compañera o compañero permanente y iv) que la demandante efectuó la reclamación correspondiente de la pensión de sobrevivientes ante Porvenir S.A el 17 de febrero de 2014 (fl.11).

Por lo tanto, le corresponde a esta Corporación determinar si el recurrente logró acreditar que la promotora del litigio en realidad no dependía económicamente del afiliado para acceder a la pensión de sobreviviente.
4.2. De la calidad de beneficiarios de los padres


Para resolver el problema jurídico planteado es pertinente recurrir a los lineamientos expuestos por la jurisprudencia en relación con los alcances de la dependencia económica de los ascendientes respecto del causante.

En este sentido, está suficientemente decantado que la dependencia económica se concibe bajo el presupuesto de la subordinación de los padres en relación con la ayuda pecuniaria del hijo para subsistir, con lo cual no se descarta que aquellos puedan recibir un ingreso adicional fruto de su propio trabajo o actividad, siempre y cuando éste no los convierta en autosuficientes económicamente. Por ello, es indispensable comprobar la imposibilidad de mantener el mínimo existencial que les permita a los padres subsistir de manera digna, el cual debe predicarse de la situación que éstos tenían al momento de fallecer el hijo.


En efecto, la Corte Constitucional estableció, entre otras, en la sentencia C-111 de 2006, que no constituye independencia económica de los padres el hecho de que incluso perciban otra prestación; que tampoco se configura por el simple hecho de que el beneficiario esté percibiendo una asignación mensual o un ingreso adicional y que los ingresos ocasionales o el hecho de poseer un predio no generan independencia, de manera que la dependencia económica es una situación que sólo puede ser definida en cada caso concreto.


Sobre este particular, debe recordarse que la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia Radicado No. 35351, del 21 de abril de 2009, M.P. Dr. Luis Javier Osorio López, determinó que son los demandantes que pretenden obtener la pensión de sobreviviente en calidad de padres del causante es a quienes, en principio, les corresponde probar por cualquier medio de los legalmente autorizados, que eran dependientes económicamente del causante y, cumplido lo anterior, es la administradora demandada la que debe demostrar dentro de la contienda judicial la existencia de ingresos o rentas propias de los ascendientes que los puedan hacer autosuficiente en relación con su hijo fallecido.
Asimismo, para efectos probatorios, la Corte Constitucional ha sido reiterativa en señalar que la falta de medios materiales, la escasez o pobreza, esto es, la carencia de medios y recursos económicos es un hecho negativo cuya aducción en el proceso no requiere de prueba meticulosa (ver, entre otras, las sentencias, C-070 de 1993, T-190 de 2004 y T-680 de 2007). El fundamento legal de dicha percepción reposa en la normativa del artículo 177 del Código de Procedimiento Civil (hoy 167 del C.G.P.), según el cual, los “hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren prueba”. La Corte Constitucional ha precisado en concordancia que si una de las partes exhibe una negación indefinida, no le corresponde verificar la ocurrencia de lo que, precisamente, no es un hecho, sino la negación de un hecho. En tal virtud, la carga de la prueba se invierte, correspondiéndole a la contraparte aportar la evidencia de que el hecho que la otra niega, en realidad ocurrió.

Ello resulta fundamental para esclarecer que correspondía a la AFP en este caso demostrar que la demandante, antes de la muerte de su hijo, contaba con los suficientes medios y recursos económicos para garantizarse una vida en condiciones dignas, en otras palabras, una congrua subsistencia, al tiempo que a esta le correspondía demostrar que la ayuda que su hijo le proveía era regular, periódica y significativa. 
4.3. Caso concreto

Descendiendo al caso concreto, tenemos que la parte actora, para acreditar la dependencia económica, aportó los testimonios de las señoras LUZ EUGENIA CARDONA, MONICA LILIANA CASTRO, LADIS MAUDE HINCAPIE, y de su hija, hermana del afiliado, KARINA RAMIREZ CORREA. Asimismo, aportó en original las constancias de pago de las remesas enviadas por el señor Wilfredo Antonio Ramírez Correa a su cuenta de ahorros personal en Bancolombia entre enero del año 2008 y octubre de 2013 (fl.13 -89).


KARINA ANDREA RAMIREZ CORREA, quien como ya se indicó, es hija de la demandante y hermana del causante, indicó que su hermano se suicidó en Estados Unidos, en donde llevaba viviendo 17 años, durante los cuales trabajó siempre en oficios de cocina; que desde siempre le brindó apoyo económico a su madre, enviándole dinero semanal o quincenalmente, en promedio un cifra que oscila entre $800.000 y $1 ½ de pesos, dinero que se destinaba a las necesidades de su mamá y de la casa. Agregó que ella no estaba laborando cuando falleció su hermano, ya que trabaja muy ocasionalmente haciendo reemplazos en almacenes “y así”. Que su padre, esposo de la demandante, falleció el 28 de febrero de 2013, que llevaba desempleado más de 3 años en Colombia, pero cuando estaba en Estados Unidos, y trabajaba, también le ayudaba a su madre.


Por último, señaló que ella pagaba el seguro de salud con el dinero que le enviaba su hermano desde EE.UU. y tenía dentro de sus beneficiarios a la demandante, pero en la actualidad reciben ayuda de una tía que vive en Medellín y con estos recursos sigue pagando el servicio de salud.


Agregó que desde abril del año 2014, doña Magnolia adquirió una vivienda, la cual compró con unos dineros que alguien desde Estados Unidos le debía a su difunto hijo.


MONICA LILIANA CASTRO, por su parte, conoce a la demandante hace 20 años, ya que estudió con su hija Karina, y manifestó que doña Magnolia dependía del apoyo económico de su hijo Wilfredo y que ella la acompañó por lo menos en tres oportunidades a reclamar los “giros” que este le mandaba, lo cuales estaban dirigidos al pago de los gastos de la casa y al mercado. Señaló igualmente que después de la muerte de Wilfredo la demandante sobrevive gracias al apoyo económico de un familiar que vive en Medellín. 

LUZ EUGENIA CARDONA conoce a la demandante hace 6 años, ya que su hija es amiga de Karina. Afirma que en 3 ó 4 ocasiones acompañó a doña Magnolia a reclamar los giros enviados por su hijo Wilfredo, que nunca supo el monto de los mismos, pero que  sabía que ese dinero era destinado a los gastos de la casa y que sin él no podían sufragar sus gastos necesarios. Además indicó que Karina trabajaba temporalmente en almacenes.

Por último, LADIS HINCAPIE RIOS, señaló que conoce a doña Magnolia hace 14 años aproximadamente, ya que eran vecinas cuando se conocieron. Manifestó tener conocimiento de que Wilfredo apoyaba económicamente a doña Magnolia, ya que ella la acompañó a Bancolombia a retirar el dinero que este le enviaba en varias ocasiones, precisando que eran unas 20 veces aproximadamente, que no sabía el monto de lo que le mandaba, pero que el dinero lo empleaba para sufragar los gastos de arriendo y comida. Informa también, que la señorita Karina no trabaja y que actualmente a doña Magnolia le colabora económicamente su hermana de Medellín. Que conoció al esposo de doña Magnolia, don Antonio, quien falleció hace como tres (3) años y que cuando este estaba en Estados Unidos también ayudaba con los gastos de  Magnolia.
Si a lo anterior añadimos las constancias de las remesas que el causante le enviaba a su madre desde los EE.UU., con una frecuencia promedio de 2 ó 3 mensuales, según se puede ver entre los folios 13 y 89, por montos que oscilan entre $200 y 400 dólares en cada oportunidad, aparece notorio que entre madre e hijo existió una relación económica de interdependencia de la primera hacia el segundo, y prueba de ello se deriva no solo de las constancias de esas remesas, sino también del hecho de que el causante no solo estaba preocupado por la asistencia sanitaria de su madre sino incluso de su hermana, en razón de lo cual esta última pagaba con recursos de su hermano el seguro médico que les garantizaba cobertura clínica a las dos. 

Ahora bien, no hay manera de presumir contra la experiencia y la realidad de las cosas, que cuando se reciben dineros a la cuenta de ahorros personal estos vienen dirigidos a un tercero distinto al dueño de la misma, como trata de insinuarlo la AFP, lo cual puede ocurrir excepcionalmente, pero no 141 veces como quedó comprobado documentalmente con las consignaciones que obran entre los folios 13 al 89. Pero eso no es todo, también quedó acreditado con los mismos documentos allegados por la AFP (Fl. 149), que el esposo de la demandante falleció el 28 de febrero de 2013, es decir, casi 9 meses antes que su hijo, con lo cual se presume que la demandante no solo perdió a su esposo sino el apoyo moral y económico que aquel le brindaba, vacíos que fueron suplidos por su hijo, tal como se prueba con el incremento de la remesas en el año 2013. Para dar un ejemplo de ello, se puede evidenciar que el mes que falleció su padre, el causante le envió a su madre 4 giros que suman $1300 dólares, mucho más del promedio mensual al que la tenía acostumbrada.
Por otra parte no puede pretenderse que las declarantes conozcan hasta las más mínimas minucias de la relación de familia de la demandante, como pretende la entidad demandada, al censurar a las declarantes porque desconocían el valor de los giros y los gastos del hogar. Sobra decir que existía prueba documental del valor de los giros.

Todo lo anterior lleva a la Sala a confirmar la decisión de primer a instancia y a imponer las costas procesales de esta instancia de apelaciones a la demandada. 
En mérito de  lo expuesto, TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL No. 1, Administrando Justicia en Nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:
PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 24 de febrero de 2016 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira dentro del proceso ordinario laboral promovido por MAGNOLIA DEL SOCORRO CORREA contra la PORVENIR S.A.
SEGUNDO.- CONDENAR a la AFP demandada al pago de las costas procesales de segunda instancia, las cuales se  liquidaran por el juzgado de origen. 

NOTIFICACIÓN SURTIDA EN ESTRADOS.

CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.

La Magistrada Ponente,
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Los Magistrados, 
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Secretaria Ad-hoc
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